CONSELLERÍA DE POLÍTICA TERRITORIAL, OBRAS PÚBLICAS E VIVENDA

DIRECCIÓN XERAL DE OBRAS PÚBLICAS

SERVICIO PROVINCIAL DE ESTRADAS
Victor Saez Armesto 1, 1º

36001 - PONTEVEDRA


D/Dª............................................................, mayor de edad, con D.N.I. nº .....................en representación de ......................................................., con domicilio a los exclusivos efectos de notificación en........................... ....................................................................., 

EXPONE:


Que habiéndose sometido a información pública, por resolución de 10 de agosto de 2000 de la Subdirección Xeral de Estradas, el Estudio de Evaluación ambiental de la “VÍA DE ALTA CAPACIDADE DO MORRAZO E ACCESOS A MESMA. CLAVE: N/PO/99.61.0”, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 86 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, vienen a formular en tiempo y forma las siguientes.

ALEGACIONESTC "ALEGACIÓNS"

Primero:  Deficiencias en el estudio de efectos ambientales incumpliendo lo dispuesto en el artículo 3 del Decreto 442/1990, así como la propia finalidad del texto normativo.


1.- Como señala el profesor Juan Rosa Montero en el libro publicado por la Diputación de Barcelona “Derecho del Medio Ambiente y Administración Local”, la evaluación ambiental es una enérgica potestad administrativa del derecho ambiental, que se ha convertido en el más sobresaliente instrumento de la acción preventiva en la tutela del entorno y se configura en nuestro ordenamiento como una potestad administrativa de naturaleza discrecional, en virtud de la que se identifican y estiman los impactos que la ejecución de una determinada acción causa sobre el ambiente. La potestad  de evaluación ambiental tiene por finalidad introducir la preocupación y condicionantes ambientales en los procesos de toma de decisiones públicas y conduce a determinar la viabilidad ambiental de un proyecto público o privado.


En este sentido, el  Decreto 442/1991, según se señala en su propia exposición de motivos, se dicta trasladando los principios recogidos en la  directiva 85/337/CEE, de 27 de junio, con el objetivo de conseguir el adecuado grado de protección ambiental que exige el cumplimiento del mandato contenido en el artículo 45 de la Constitución Española y haciéndose eco de la línea establecida por los programas de acción de las Comunidades Europeas de que la mejor política con el medio es la preventiva. 


Un instrumento como el estudio de impacto ambiental, fruto de la adaptación de la normativa europea a nuestro ordenamiento jurídico, se orienta a la protección de un bien jurídico de interés general cual es el medio ambiente, y la Administración incurriría en arbitrariedad y fraude de ley si se limitara a aceptar el  mero cumplimiento de las obligaciones formales y procesales sin garantizar el cumplimiento del objetivo y finalidad de este instrumento de protección, autorizando un proyecto con un estudio de efectos deficitario y carente de contenido que no garantiza una adecuada protección del medio ambiente.


En el presente caso se ha realizado efectivamente un Estudio de Impacto Ambiental pero, tal y como se detallará más adelante, este resulta incompleto y carente de contenido por lo que no se  garantiza la protección de los recursos naturales ni del medio ambiente.


Una declaración de impacto ambiental favorable, ante un estudio como el que nos ocupa, podría considerarse como desviación de poder recogida en nuestro Ordenamiento en el artículo 63 de la ley 30/92 y en el art. 70.2  de la ley 29/98 reguladora de la jurisdicción contencioso administrativa.


La Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de octubre de 1.971 dice al respecto “ ... la teoría de la desviación de poder se basa en que la Ley donde arranca la facultad de decisión de la autoridad administrativa tiene un fin determinado que cumplir, y si el acto en que se concreta su actuación no lo cumple, la decisión administrativa no expresará la voluntad de la Ley al desvincularse de su espíritu, por lo que faltará al debido ligamen entre la idea de poder y la de fin de servicio, y, en consecuencia, el acto de la Administración, aún cuando tenga apariencia legal, deja de satisfacer la objetividad jurídica que motivó el nacimiento de la norma positiva; que la desviación de poder supone que el acto administrativo, aún cuando pueda estar revestido de legalidad extrínseca, nació con vicio de nulidad por no responder en su motivación interna al sentido teleológico ... obliga a la administración a proceder con moralidad, y no de un modo arbitrario con finalidad distinta de la determinada por el Ordenamiento Jurídico.”

El Estudio de Impacto Ambiental de la vía de alta capacidad del Morrazo, se orienta única y exclusivamente a cubrir este necesario trámite del procedimiento, pero olvidando totalmente el fin que lo motiva, esto es, la protección del medio ambiente. Su falta de rigor, el falseamiento de la realidad y la minimización intencionada de los impactos que se causan, lo convierte en inservible y hace que la actuación administrativa derive en una auténtica desviación de poder.


2.- El artículo 3 del decreto 442/1990, de 13 de septiembre, relaciona un contenido mínimo que debe abordar cualquier estudio de impacto ambiental, consistente en una descripción del proyecto y de sus acciones con un examen de alternativas y justificación de la solución adoptada, Inventario  ambiental y descripción de las interacciones ecológicas o ambientales claves y, Identificación y valoración de los impactos tanto en la solución propuesta como en sus alternativas. El precepto citado establece seguidamente una serie de exigencias y requisitos a la hora de abordar los tres cuerpos de estudio mencionados, y ello, en un intento de garantizar el rigor y la eficacia de la evaluación, objetivo que desgraciadamente en el presente caso no se ha conseguido.


Como se indica detalladamente en el documento que se adjunta a estas alegaciones “Consideracións  á vista do Estuddo de Impacto Ambiental do proxecto do Corredor do Morrazo, presentado pola CPTOPV e realizado por CIISA” al que nos remitimos íntegramente, el  estudio de impacto carece totalmente de rigor, incurriendo en graves defectos que lo invalidan. Así, en lo referente al inventario ambiental, se establece una relación genérica de especies y taxones que olvida especies catalogadas objeto de una especial protección e incluye otras que nada tienen que ver con el trazado del vial, no contiene datos cuantitativos, minimiza el valor de los elementos afectados falseando y ocultando datos y, utiliza normativa derogada en lo referente a especies de protección legal (R.D. 3181/1980 y 1497/1986, derogados por R.D. 439/1990). De esta forma , se conculca lo dispuesto en el artículo 3.b).2 y 3 del D.442/1990 en el que se exige expresamente la identificación, censo, inventario y cuantificación de todos los aspectos ambientales que puedan ser afectados, así como la descripción de todas las interacciones ecológicas.

·El inventario ambiental y la descripción de interacciones ecológicas, amén de lo expuesto anteriormente, obvia la afección a espacios naturales  merecedores de una especial afección, como son los  Montes del Morrazo o la Carballeira de Coiro. Estos Espacios Naturales, así declarados por la CPTOPV, deben su especial protección a su consideración como un enclave territorial unitario, entendido de manera integral y en su conjunto natural, sin embargo son atravesados por el trazado del vial, alterando su configuración natural con rellenos de gran altura y terraplenes (en la Carballeira de Coiro, en el Val de Bouzos, un terraplén de 30 metros) atacando de este modo los especiales valores que en su día motivaron su protección.


El Estudio de impacto no sólo no valora esta agresión, sino que en parte de su texto niega expresamente que el vial los atraviese, y afirma que discurre por el límite de los Espacios naturales del Morrazo y de la Carballeira de Coiro ... invadiendo mínimamente (en los montes del Morrazo)el espacio natural que en cuanto a vegetación se refiere, está formado por matorral degradado, pino y eucalipto carente de valor ecológico. No sólo extraña la falsedad de la afirmación transcrita (atraviesa plenamente ambos Espacios Naturales) sino que sorprende que una zona declarada como Espacio Natural resulte carente de valor ecológico.

Tampoco se hace ninguna referencia a la Costa da Vela o a  Punta Udra, espacios naturales incluidos en la Red Natura 2000 y que se verán directamente afectados durante la fase de explotación de la obra incrementándose la presión sobre los mismos.


· Obviamente, y como consecuencia lógica de la deficitaria descripción del medio físico, la identificación y valoración de los impactos resulta invalidada. No hay más que atender al terno literal del artículo 3.c).2 del D. 442/1990, par extraer la anterior conclusión:

“Necesariamente la identificación de los impactos ambientales derivará del estudio de las interacciones entre las acciones derivadas y las características especificas de los aspectos ambientales afectados en cada caso concreto”

Pero la nulidad de la valoración de los impactos no se deriva exclusivamente del incorrecto inventario ambiental, sino que parte, igualmente, del incumplimiento de las exigencia que el artículo 3.c).5, 6 y 7 del D. 442/1990 establece para esta parte del Estudio. Estos preceptos exigen la utilización de parámetros o indicadores que establezcan valores límite o guía y que se detallen las metodologías y procesos de cálculo utilizados en la valoración, así como la fundamentación científica de la misma. Nada de esto se contiene en el estudio de impacto ambiental. De una relación de aspectos ambientales incompleta y genérica, se extrae una valoración de impactos totalmente subjetiva, consistente en juicios de valor, en la que no se utiliza método científico alguno, ni se expresan parámetros generalmente aceptados que puedan indicar si el impacto está dentro de los límites admisibles. Nos remitimos en este punto a lo expuesto en el documento anteriormente citado y aportado con estas alegaciones.


Por otra parte, la valoración de impactos efectuada se presenta totalmente vacía de contenido al no fijar los límites de impacto admisibles, con lo que no es posible determinar si la obra sometida a estudio es ambientalmente admisible o, si por el contrario debe procederse a su anulación o substitución, tal y como dispone el artículo 3.c).5 del Decreto citado anteriormente (D. 442/90). Este hecho, unido a las significativas contradicciones y falseamientos en que incurre el estudio (especificados en el documento anejo a estas alegaciones) con el objeto de restar importancia al impacto, viene a incidir en la tesis de la desviación de poder.


SEGUNDO: El estudio de impacto ambiental presenta graves deficiencias en el apartado referente al impacto provocado por el vial sobre el patrimonio histórico artístico y etnográfico existente en la zona.


En primer lugar, el estudio parte de una descripción del  patrimonio afectado que contiene errores tanto en el inventario como en la ubicación cartográfica del mismo. Se conculcan de esta forma las exigencias contenidas en el artículo 3 del Decreto 442/90, de 13 de septiembre, resultando imposible realizar una identificación y valoración correcta de los impactos, e invalidando totalmente el estudio de impacto ambiental realizado.


Además del total desconocimiento y falta de rigor en la realización del inventario sobre el que se realiza la valoración de impactos, el mediocre y sesgado estudio de impacto infravalora el patrimonio histórico-cultural y omite importantes afecciones sobre el mismo. La matriz de impacto ambiental únicamente prevé la posibilidad de afección del patrimonio en la fase de desbroces, calificándolo como un impacto de intensidad baja y carácter temporal, cuando en realidad, y como se desprende de la propia naturaleza de la obra y de los bienes arqueológicos y etnológicos afectados, el impacto se causará durante toda la fase de construcción, con movimientos de tierra, voladuras y excavaciones, e incluso, posteriormente, durante la fase de explotación como consecuencia de los ruidos, vibraciones y de la contaminación.


También debe considerarse como un falseamiento de la realidad la declaración contenida en el estudio de que no existen impactos residuales. De hecho, algunas de las zonas arqueológicas de la zona, al igual que bienes de interés etnológico (molinos,) serán destruidos por encontrarse dentro de la traza del vial.


Estas irregularidades, unidas a la ausencia de un examen pormenorizado en el que se concretasen los impactos, lleva necesariamente a la insuficiencia de las medidas correctoras previstas. El estudio de impacto reconoce que dadas las características de la zona, existe la posibilidad de que aparezcan nuevos yacimientos no catalogados en la zona de obras, y destina las medidas correctoras previstas a la protección de estos posibles yacimientos, por lo que únicamente prevé la asistencia de un arqueólogo autorizado y, la retirada y traslado de los restos que pudieran encontrarse.


Esta medida no sólo resulta claramente insuficiente para proteger los bienes inmuebles que serán destruidos durante la construcción de la obra pública, sino que contradice abiertamente lo dispuesto en la normativa reguladora del patrimonio histórico-artístico.


La obra afecta a varios molinos y a veinte yacimientos arqueológicos de gran relevancia e interés cultural que enumeran seguidamente:

	Pedra da Pena
	GA 36029001
	Medieval

	Devesa de Abaixo
	GA 36029002
	Calcolítico-Bronce

	As Vaqueiras
	GA 36029004
	Grabados

	Pozo Garrido
	GA 36029007
	Grabados

	Torre de Meira
	GA 36029008
	Grabados

	A Escada 
	GA 36029009
	Grabados

	A Fontela
	GA 36029017
	Grabados

	O Regueiriño
	GA 36029023
	Calcolítico

	Monte Alegre
	GA 36029024
	Castro y grabados

	A Fontenla
	GA 36029026
	Calcolítico

	Torre de Meira
	GA 36029029
	Medieval

	As Cidades
	GA 36029030
	Castro

	Pedra do Navío
	GA 36029036
	Grabados

	As Abelaires
	GA 36008025
	Grabados

	O Curral
	GA 36008027
	Calcolítico

	Iglesia de Coiro
	GA 36008032
	Medieval

	Pedralan
	GA 36008034
	Castro

	Os Laguiños
	GA 36008037
	Broce

	Liboreiro
	GA 36008040
	Castro

	Gondarán
	GA 36008041
	Grabados



De estos veinte yacimientos, nueve son grabados o conjuntos rupestres y declarados por ley como Bienes de Interés Cultural, por lo que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9 de la ley 16/85, de 25 de junio, gozan de una singular protección y tutela. Estos bienes de interés cultural, al igual que el patrimonio etnológico, en atención a lo dispuesto en el artículo 14.2 y 18 de la citada ley 16/85, de 25 de junio, y en el artículo 36 de la ley 8/95, de 30 de octubre, deben reputarse como bienes inmuebles, siendo inseparables de su entorno y no pudiendo procederse a su desplazamiento.


Por otra parte, no se ha informado debidamente a la Consellería de Cultura, incumpliendo así lo dispuesto en el artículo 32 de la ley 8/95 de 30 de octubre:

“En la tramitación de todas las evaluaciones de impacto o efecto ambiental, el organismo administrativo competente en materia de medio ambiente solicitará informe de la Consellería de Cultura e incluirá en la declaración ambiental las consideraciones y condiciones resultantes de dicho informe.”

TERCERO: 
El estudio de impacto ambiental presenta graves deficiencias en el apartado referente al impacto que el vial proyectado provoca en la red hidrográfica de la zona afectada.


Y ello es así, toda vez que el estudio hidrológico que se contiene en la evaluación de impacto ambiental se limita, lisa y llanamente, a describir algunos de los cauces que discurren por la comarca del Morrazo, concretamente por la zona que va a resultar afectada por el trazado del vial proyectado, situándolos en un mapa y señalando cuales son sus respectivas longitudes. Si bien en esa descripción no se hace referencia a algunas corrientes de agua que también discurren por la zona afectada.


El estudio de impacto ambiental en el apartado referido a la hidrografía no contiene ni una mínima referencia a las consecuencias negativas que la ejecución del vial proyectado puede llegar a ocasionar en los diversos cauces existentes. Entre esas consecuencias previsibles cabe mencionar, entre otras, las que a continuación se relacionan:


a) Erosión y arrastre de materiales de los cursos altos, en donde, como consecuencia de la mayor pendiente del terreno, las aguas bajarán con más fuerza.


b) Descalzado de las cepas de los árboles de las orillas afectando su base de sustentación.


c) Pérdida de los terrenos de labradío que lindan con los ríos.


d) Socavación de tierras y posibles derrumbamientos de muros y edificaciones levantadas en las orillas de los ríos sin respetar las zonas de servidumbre ni de seguridad.


e) Daños en la estructura y en el funcionamiento de molinos.


f) Depósito de tierras en los cursos bajos de los ríos, con la consiguiente anulación de los cauces actuales, desbordamientos y apertura de nuevos cauces.


g) Taponamiento de las salidas de los ríos que se encuentran canalizados, con pasos angostos, o conducidos por largas tuberías y de secciones insuficientes para esta clase de contingentes, no previstos con anterioridad.


h) Inundación de las zonas bajas, destrucción de cultivos e inutilización de las tierras de labor a causa de las lamas sedimentadas.


i) Daños a viviendas, locales comerciales e industriales que se encuentren situados en los márgenes de los ríos o en antiguas zonas húmedas desecadas, sin ninguna prevención sobre estos, ahora previsibles, acontecimientos.


j) Daños a la calidad de las aguas, así como a los fondos marinos como consecuencia de la aportación de aguas turbias que provocarán la sedimentación de limos sobre los fondos, afectando al marisco de arena.


Consideramos que es inadmisible que el Estudio de Impacto Ambiental no contenga, ni haga la más mínima mención, a ninguna de estas posibles consecuencias negativas, más aun cuando éstas se producen de ordinario en la ejecución de obras semejantes a la que aquí nos ocupa. 


Además de esas posibles consecuencias, el estudio de impacto ambiental no prevé algunos de los contenidos mínimos que exige el artículo 3l del Decreto 442/1990 sobre evaluación de impacto ambiental para Galicia. A pesar del mandato contenido en esta disposición legislativa los autores del estudio de impacto ambiental han “pasado por alto” estas previsiones, no haciendo referencia a ninguna de ellas, vulnerando con ello la normativa vigente.


Por último, en relación al aspecto hidrográfico, es necesario poner de manifiesto la “ligereza” y la falta absoluta de concreción con la que en el estudio de impacto ambiental se analizan las posibles soluciones a los problemas que la ejecución de la obra proyectada pueda originar en los diversos cauces que discurren por la zona afectada. Y ello es así toda vez que además de limitarse a establecer que “en fases posteriores del proyecto habrán de diseñarse viaductos que respeten la zona de servidumbre y la dinámica del río, a la vez que permitan el paso de agua en máximas avenidas”, zanjan la cuestión relativa a la hidrografía declarando que “las alteraciones en las aguas son impactos impredicibles”. 


CUARTO: Destacar por último, que el Estudio de impacto ambiental ha obviado, dentro del necesario análisis de la incidencia en factores socio económicos, el enorme impacto que la obra tendrá sobre la población de la zona, y la destrucción de viviendas. 


Se hace oídos sordos a la generalizada repulsa social que la obra ha provocado en los vecinos del Morrazo y, que por imperativo legal (art. 3.c.6 D. 442/1990) ha de ser necesariamente considerada en la valoración del estudio de impacto. Ninguna importancia, parece darse al hecho de que muchos vecinos del Morrazo perderán su vivienda como consecuencia de la realización de la obra, o al hecho de que la denominada Vía de alta capacidad dividirá radicalmente zonas habitadas separando núcleos de población hasta ahora interrelacionados. Se cortarán numerosos caminos dificultando enormemente, cuando no impidiendo, el acceso de los vecinos a sus tierras de labor, así ocurre, por ejemplo, con los vecinos de Gandón que tienen propiedades en Castiñeira.


Tampoco merece ninguna consideración negativa en el Estudio de Impacto Ambiental, el que la vía de alta capacidad desemboque en un núcleo de población (Gandón)con un límite de velocidad de 50Km/h, o que el ramal de Cangas atraviese el patio de juegos  del Centro de Educación Infantil y Primaria de Tirán o que la salida que va hacia O Casal  desemboque en un cruce de caminos urbanizados de tan sólo tres metros de ancho.


Toda esta población sufrirá el incremento de tráfico y las retenciones que se producirán en las puertas de sus casas y garajes, con la consecuente contaminación atmosférica y acústica, sin embargo estos impactos no han sido valorados en la matriz de impacto ambiental en la que sólo se considera un impacto negativo moderado en la fase de expropiaciones.


QUINTO:  Las deficiencias expuestas a lo largo de estas alegaciones, conculcando lo dispuesto en la normativa vigente en materia de evaluación de impacto ambiental, unidas al absoluto desprecio por la finalidad protectora de este tipo de instrumentos, conllevará de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 62 y 63 de la ley 3092 la nulidad del Estudio de Impacto sometido a información pública.


Vistos los vicios en que incurre el estudio de impacto ambiente no cabe emitirse una declaración de impacto ambiental favorable, que permita seguir el curso normal del procedimiento de aprobación de la obra pública que nos ocupa. 


No debe olvidarse que el artículo 9 del RDL 1302/1986, de 28 de junio permite la suspensión de la ejecución de cualquier obra cuando se haya producido ocultación de datos, su falseamiento o manipulación maliciosa en el procedimiento de evaluación; y la jurisprudencia del TS, dentro del campo de la justicia cautelar y a la hora de decidir la suspensión de actos administrativos, ha consolidado como importante línea jurisprudencial la prevalencia del interés público en la preservación del medio ambiente. Si existe afección sobre el medio ambiente, el artículo 45 CE, en cuanto principio rector que informa la práctica judicial ( y que igualmente debe informar la práctica administrativa), hace obligada la suspensión del acto administrativo susceptible de causar perjuicios de difícil reparación al medio ambiente como bien jurídico constitucionalmente protegido.(ATS 17-2-90

ATS 11-5-89 “El derecho al medio ambiente adecuado cobra en nuestros días un valor preeminente como lo prueba la reciente Ley del 27 de marzo de 1989 de conservación de espacios naturales y de la flora y fauna silvestre, donde se establece la prevalencia de la planificación medioambiental sobre cualesquiera otra territorial o física.”

Por lo expuesto,


SOLICITO que habiendo por presentado este escrito se tenga por formuladas las presentes  alegaciones frente al Estudio de Impacto Ambiental de la Vía de Alta Capacidad del Morrazo, y en su virtud se declare la nulidad del mismo.


En ................., a ........ de ...................... de 2000.
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